Contribución del Ecuador al cuestionario del Experto Independiente sobre Protección contra la Violencia y la Discriminación Basadas en Orientación Sexual e Identidad de Género
4. ¿Qué tipo de información y datos recopilan los Estados para comprender la naturaleza y el alcance de las llamadas "terapias de conversión" (por ejemplo, mediante inspecciones, investigaciones, encuestas)?

De manera particular, para proteger los derechos de las personas LGBTIQ+ que han sido recluidas contra su voluntad en establecimientos de salud que prestan servicios de tratamiento a personas con consumo problemático de alcohol y otras drogas (ESTAD), incluyendo establecimientos clandestinos, el Ministerio de Salud Pública, a través de la Agencia de Aseguramiento de la Calidad de los Servicios de Salud y Medicina Prepagada realiza controles y vigilancia a los establecimientos de salud conforme al Acuerdo Ministerial 00000079 de fecha 01 de agosto de 2016 y, en específico, a lo estipulado en su artículo 23.

La normativa mencionada establece requisitos que permiten evaluar los componentes de infraestructura, equipamiento, talento humano y normativa, así como también determinar las  prohibiciones a fin de garantizar los derechos humanos de los usuarios/pacientes. 
5. ¿Se han identificado los riesgos asociados a las prácticas de la llamada "terapia de conversión"?

Las “prácticas de conversión” empleadas de manera clandestina, en ciertos establecimientos, causan un grave dolor, sufrimiento físico y psicológico a las personas LGBTIQ+. En muchos casos, sus familiares cercanos los internan en estos centros sin su consentimiento, aislándolos de su entorno y sometiéndolos a tratamientos crueles. Las terapias “correctivas, de sanación o de rehabilitación” están ligadas a prejuicios de anti-homosexualidad producidos por discursos de desigualdad e influenciados por patrones sociales, culturales, políticos, económicos y religiosos. Estas terapias pueden incluir violaciones “correctivas”, electroshocks, ahogamientos, golpes, violencia psicológica como amenazas, encierros forzados, insultos, humillaciones, castigos físicos, entre otras formas de tortura y de violencia que causan un grave detrimento en la calidad de vida de las personas y resultan en graves vulneraciones a sus derechos humanos, particularmente, restringen, menoscaban y anulan la identidad de género de las personas LGBTIQ+.
6. ¿Existe una posición del Estado sobre qué salvaguardias son necesarias y qué salvaguardias existen para proteger los derechos humanos de las personas en relación con las prácticas de la llamada "terapia de conversión"? Esta pregunta incluye lo siguiente:
a) Medidas de protección para evitar que las personas sean sometidas a "terapias de conversión".

b) Extensión de las normas legales o políticas administrativas para hacer responsables a los proveedores de atención médica y a otras personas involucradas en dichas "terapias de conversión".

Todas las personas tienen derecho a tomar decisiones libres, informadas, voluntarias y responsables sobre su sexualidad, su vida, orientación sexual e identidad de género. Cualquier tratamiento que pretenda revertir la identidad de género u orientación sexual es atentatorio a los derechos de las personas.

En el Ecuador, el 25 de noviembre de 1997, el entonces Tribunal Constitucional, a través de la Sentencia No. 111-97-TC declaró inconstitucional el primer inciso del artículo 516 del Código Penal, en el cual consideraba a la homosexualidad como un delito.

Los  tratamientos y procedimientos forzados, coercitivos, involuntarios, inhumanos o degradantes, a los que pueden estar expuestas las personas LGBTIQ+ tienen efectos y resultados negativos a nivel físico, psicológico y social de quien está siendo intervenido, lo cual vulnera el derecho a la libertad y al desarrollo libre de la personalidad. Por lo tanto, es una prioridad para el Estado ecuatoriano el fortalecer los mecanismos de regulación y sobretodo la clausura definitiva de estos establecimientos, así como la sanción a las personas responsables del cometimiento de estos hechos.

La Declaración Universal de los Derechos Humanos en su artículo 1 establece que: “Todos los seres humanos nacen libres e iguales en dignidad y derechos (…)”. A su vez, la Constitución de la República del Ecuador señala en su artículo 11 literal 2, que todas las personas son iguales y gozarán de los mismos derechos, deberes y oportunidades y que:
Nadie podrá ser discriminado por razones de (…) sexo, identidad de género (…), orientación sexual (…); ni por cualquier otra distinción, personal o colectiva, temporal o permanente, que tenga por objeto o resultado menoscabar o anular el reconocimiento, goce o ejercicio de los derechos.

Asimismo, el primer inciso del artículo 341 de la Constitución señala que:

El Estado generará las condiciones para la protección integral de sus habitantes a lo largo de sus vidas, que aseguren los derechos y principios reconocidos en la Constitución, en particular la igualdad en la diversidad y la no discriminación, y priorizará su acción hacia aquellos grupos que requieran consideración especial por la persistencia de desigualdades, exclusión, discriminación o violencia, o en virtud de su condición etaria, de salud o de discapacidad.

Adicionalmente, el ordenamiento jurídico ecuatoriano, además de contemplar los delitos de discriminación y odio, por motivo de orientación sexual o identidad de género, permite perseguir estas acciones bajo la figura de tortura, conforme al artículo 151 numeral 3 del Código Orgánico Integral Penal (COIP).
 
Bajo este contexto, el Estado ecuatoriano, comprometido con su obligación de garantizar los derechos para todos y todas las personas, ha decidido, con el liderazgo de la Secretaría de Derechos Humanos, reactivar la Mesa Interinstitucional LGBTIQ+, un espacio de articulación y coordinación estatal que promueve el cumplimiento de los derechos consagrados en la Constitución del país y demás pactos internacionales de los cuales el Ecuador forma parte. Su objetivo es promover la promoción, prevención, atención, investigación y restitución de derechos que pudieron ser vulnerados en la  población LGBTIQ+.

8. ¿Alguna institución del Estado ha adoptado una posición en relación con las prácticas de la llamada "terapia de conversión", por ejemplo: 
a. entidades o dependencias del Estado encargadas de las políticas públicas;

b. órganos parlamentarios;

c. el poder judicial;

d. Instituciones Nacionales de Derechos Humanos u otras instituciones del Estado;

e. cualquier otra entidad u organización.

El  Ministerio de Salud Pública, la Agencia de Aseguramiento de la Calidad de los Servicios de Salud y Medicina Prepagada, la Secretaría de Derechos Humanos, el Consejo Nacional para la Igualdad de Género, la Secretaría Técnica del Plan Toda una Vida, el Ministerio de Trabajo, el Ministerio de Inclusión Económica y Social, el Ministerio de Educación, el Ministerio de Desarrollo Urbano y Vivienda, la Defensoría del Pueblo, la Fiscalía General del Estado, el Ministerio de Gobierno y el Consejo de la Judicatura se encuentran elaborando la “Ruta de denuncia y atención de casos de personas LGBTIQ+ recluidas contra su voluntad en los establecimientos de salud para tratamiento de personas con consumo problemático de alcohol y otras drogas, y demás organizaciones que brinden servicios de ‘reorientación sexual’ y otros tratamientos vulneradores de derechos”.

En el marco de las competencias y atribuciones de las instituciones, la ruta tiene por objeto proporcionar líneas de actuación y coordinación para todas las instituciones responsables de garantizar el efectivo derecho a la atención integral de las personas LGBTIQ+ que se encuentren en situación de vulnerabilidad, recluidas contra su voluntad en establecimientos de salud para tratamiento a personas con consumo problemático de alcohol y otras drogas (ESTAD) y demás organizaciones, públicas o privadas, que brindan servicios de “reorientación sexual” y otros tratamientos vulneradores de derechos.

La ruta es un modelo normativo sobre procedimientos y servicios de atención y tiene como alcance su aplicación obligatoria por todas las instituciones públicas que tienen competencias, responsabilidades y obligaciones en la atención integral a las personas LGBTIQ+ en todo el territorio nacional.

En el marco de la coordinación interinstitucional efectiva, en caso de presumir la existencia de una víctima LGBTIQ+ que estuvo o que se encuentra recluida en contra de su voluntad en establecimientos de salud para el tratamiento a personas con consumo problemático de alcohol y otras drogas (ESTAD), regulados o clandestinos, u otras organizaciones que brindan servicios de “reorientación sexual” y otros tratamientos que vulneren los derechos humanos, se activará la Ruta a través de las siguientes fases:



1. Prevención 

2. Detección de la presunta vulneración de derechos

3. Acciones Emergentes

4. Denuncia

5. Protección integral y Atención Social

6. Investigación y Sanción

7. Monitoreo de casos

8. Implementación de Medidas de Reparación Integral.
� Art. 151 Tortura.- La persona que, inflija u ordene infligir a otra persona, grave dolor o sufrimiento, ya sea de naturaleza física o psíquica o la someta a condiciones o métodos que anulen su personalidad o disminuyan su capacidad física o mental, aun cuando no causen dolor o sufrimiento físico o psíquico; con cualquier finalidad en ambos supuestos, será sancionada con pena privativa de libertad de siete a diez años. La persona que incurra en alguna de las siguientes circunstancias será sancionada con pena privativa de libertad de diez a trece años: 3. Se cometa con la intención de modificar la identidad de género u orientación sexual.
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